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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TUTELA NÚMERO  10045-2024 

 
JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 
Bogotá D.C., abril once (11) de dos mil veinticuatro (2024) 

 
OBJETO DE LA DECISIÓN 

 
Se pronuncia el Despacho sobre la acción impetrada por el señor JOSÉ DE JESÚS NUÑEZ, 
identificado con la cedula de cedula de ciudadanía 83.240.841, contra la UNIDAD PARA LA 
ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS - UARIV por vulneración a los derechos 
fundamentales constitucionales de petición y debido proceso.   
 

ANTECEDENTES 
 
El señor JOSÉ DE JESÚS NUÑEZ, identificado con la cedula de cedula de ciudadanía 83.240.841, 
presenta acción de tutela contra UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A 
LAS VÍCTIMAS - UARIV, para que se pronuncien respecto al derecho de petición de fecha 22 de 
febrero de 2024, en el que solicita fecha cierta para saber cuándo y cuánto se va a conceder la 
indemnización de víctima de Desplazamiento Forzado. 
 
Fundamenta su petición en el artículo 23 y 29 de la Constitución Política de 1991. 
 

ACTUACIÓN DEL DESPACHO 
 

De conformidad con el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el Juzgado, mediante 
auto de marzo veintidós (22) de dos mil veinticuatro (2024) dispuso dar trámite a la presente acción 
de tutela y notificar a las entidades accionada mediante correo electrónico, a fin de que ejercieran su 
derecho de defensa y contradicción frente a los hechos y pretensiones indicados por la parte 
accionante y enunciados en el acápite de antecedentes de esta providencia.  
 
La accionada UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS – 
UARIV, en alguno de los apartes de la respuesta relacionó lo siguiente: 

 
“CASO EN CONCRETO” 
 
“RESPECTO AL DERECHO DE PETICIÓN” 
 
“Frente a la petición interpuesta por el señor JOSE JESUS NUÑEZ bajo radicado 2024-0008381-2 del 
12 de enero de 2024, la Unidad para las víctimas procedió a dar respuesta mediante comunicación 
radicado 2024- 0395455-1 del 12 de marzo de 2024 posteriormente emitió alcance bajo comunicación 
Código Lex 7930509, el cual fue remitido al correo electrónico aportado por el accionante en el derecho 
de petición y acción constitucional; según consta en comprobante de envió que se adjunta como prueba 
al presente memorial.” 
 
“EN RELACIÓN CON LA INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA” 
 
“Con el propósito de demostrar que la presente acción carece de objeto, me permito evidenciar al 
despacho las acciones encaminadas por la entidad a la que represento frente al reconocimiento de la 
indemnización administrativa reclamada por la parte accionante.” 
 
“Respecto del caso particular, frente a la indemnización administrativa, referente al señor JOSE JESUS 
NUÑEZ, la Unidad para las Víctimas le brindó una respuesta de fondo por medio de la Resolución 
No04102019-1874096 del 23 de noviembre de 2022 <Por medio de la cual se decide sobre el 
reconocimiento de la medida de indemnización administrativa a la que hacen referencia los artículos 
132 de la Ley 1448 de 2011 y 2.2.7.3.1. y siguientes del Decreto Único Reglamentario 1084 de 2015=, 
en la que se le decidió reconocer la medida de indemnización administrativa por el hecho victimizante 
de DESPLAZAMIENTO FORZADO Radicado 536181-2729971 marco normativo Ley 387 de 1997 y 
aplicar el método técnico de priorización. Debidamente notificada y en firme.” 
 
“Respecto a la aplicación del método técnico, el accionante fue incluido, por cuanto no acreditó una 
situación de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad de las establecidas en el artículo 4 de la 
Resolución 1049 de 2019 y primero de la Resolución 582 de 2021, esto es: i) tener más de 68 años de 
edad, o, ii) tener enfermedad huérfana, de tipo ruinoso, catastrófico o de alto costo definidas como 
tales por el Ministerio de Salud y Protección Social, o iii) tener discapacidad que se certifique bajo los 
criterios, condiciones e instrumentos pertinentes y conducentes que establezca el Ministerio de Salud 
y Protección Social o la Superintendencia Nacional de Salud.” 
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“Por lo anterior, resulta preciso advertir que, debido a que el orden de otorgamiento o pago de la 
indemnización se condicionó al Método Técnico de Priorización; se da a conocer lo dispuesto en el 
artículo 14 de la Resolución 1049 de 2019 que indica:” 
 

“En el caso que proceda el reconocimiento de la indemnización y la víctima haya acreditado 
alguna de las situaciones de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidades referidas en el 
artículo 4 del presente acto administrativo, se priorizará la entrega de la medida de 
indemnización, atendiendo a la disponibilidad presupuestal de la Unidad para las Víctimas.” 
 
“En caso de que, los reconocimientos de indemnización en estas situaciones de urgencia 
manifiesta o extrema vulnerabilidad superen el presupuesto asignado a la Unidad para las 
Víctimas en la respectiva vigencia, el pago de la medida se hará efectivo en la siguiente 
vigencia presupuestal. En el tránsito entre vigencias presupuestales no se modificará el orden 
o la colocación de las víctimas priorizadas en las listas ordinales que, se posicionarán en la 
medida que obtengan firmeza los actos administrativos que reconocen la medida de 
indemnización y ordenan su pago.” 
 
“En los demás casos donde haya procedido el reconocimiento de la indemnización, el orden 
de priorización para la entrega de la medida de indemnización se definirá a través de la 
aplicación del método técnico de priorización. La entrega de la indemnización se realizará 
siempre y cuando haya disponibilidad presupuestal, luego de entregar la medida en los 
términos del inciso primero del presente artículo.” 
 
“En todos los casos que proceda la entrega de la indemnización, la Unidad para las Víctimas 
comunicará a la víctima solicitante acerca del periodo de que dispone para hacer efectivo el 
pago de la medida de indemnización=. (subrayado fuera de texto).” 

 
“Por tanto, es importante manifestarle al despacho que, en el 25 de agosto de 2023, la Unidad para 
las Víctimas aplicó el Método Técnico de Priorización, con el propósito de determinar, de manera 
proporcional a los recursos presupuestales asignados a la Unidad para las Víctimas, el orden de 
entrega de la indemnización reconocida a favor del señor JOSE JESUS NUÑEZ, como resultado, se 
concluye NO materializar la entrega de la medida de indemnización ya reconocida en la solicitud con 
radicado 536181-2729971, por el hecho victimizante de desplazamiento forzado.” 

 

PROBLEMA JURIDICO  
 
Dentro de la presente acción de tutela corresponde determinar si la accionada UNIDAD PARA LA 
ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS - UARIV vulneran los derechos 
fundamentales constitucionales de petición y debido proceso del señor JOSÉ DE JESÚS NUÑEZ 
al no pronunciarse respecto al derecho de petición de fecha 22 de febrero de 2024, en el que solicita 
fecha cierta para saber cuándo y cuánto se va a conceder la indemnización de víctima de 
Desplazamiento Forzado. 
 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA 
 

Como se sabe, la acción de tutela, consagrada en la Constitución Política de Colombia, en su artículo 
86, se ha concebido como un mecanismo de procedimiento preferente y sumario, que todo 
ciudadano tiene ante los jueces de la República, para que por ella misma o interpuesta persona 
reclame la protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad pública o 
particular, mediante acción u omisión propia. 
 
Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la acción de tutela se 
encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos:  
Que se trate de un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea vulnerado o 
amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad pública o excepcionalmente de un 
particular y que no exista otro medio de defensa Judicial.  
 
Como efectivamente se trata de un derecho fundamental, es del caso hacer algunas: 
 
 
 

CONSIDERACIONES 
 
1.-De la procedencia de la acción de tutela 
 
La Acción de Tutela, es un mecanismo constitucional, cuyo objeto son los Derechos fundamentales 
y su finalidad es la protección de los mismos frente a acciones u omisiones de funcionarios públicos 
o de particulares que tiendan a menoscabarlos. 
 
Además, constituye un mecanismo de origen constitucional de carácter subsidiario. Esto significa 
que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una específica institución procedimental para lograr 
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el amparo del derecho sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la 
Constitución Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los demás procedimientos 
que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a defender los derechos fundamentales. 
 
De conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Fundamental, penúltimo inciso, 
desarrollado en el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 1991 es condición negativa de 
procedibilidad de la Acción de Tutela que el afectado disponga de otro medio de defensa judicial. 
Esta condición clara y precisa, confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 
 
2.- Del caso concreto, tenemos que la acción invocada se centra en obtener respuesta a la solicitud 
enunciada en el acápite de antecedentes de la presente providencia. 
 
Sobre los derechos invocados como vulnerables es de traer a colación lo dicho por la Honorable 
Corte Constitucional en algunos de sus fallos, así: 
 
El  artículo  23  de  la  Carta  Política  el  cual  dispone:  “Toda  persona tiene derecho   a  presentar  
peticiones  respetuosas  a  las  autoridades  por motivos    de    interés    general    o   particular   
y   a   obtener   pronta resolución...". 
 
De conformidad con este precepto constitucional, cualquier autoridad, ante una petición respetuosa 
de un ciudadano por motivos de interés particular, como ocurre en el presente caso, está obligada a 
pronunciarse de fondo, no sólo en forma rápida, sino haciendo efectivo el derecho adquirido del 
ciudadano, en lo que constituye el objeto de la solicitud. 
 
El término para que la Administración resuelva la petición está consagrado  en el art. 14 del Código 
Contencioso Administrativo ley 1437 de 2011, el cual fue declarado INEXEQUIBLE por la 
HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL, con efectos diferidos hasta el 31 de diciembre de 2014, 
donde se establece que debe hacerlo dentro del límite máximo de QUINCE DIAS siguientes a la 
fecha de recibo de aquella, desde luego, entendiéndose que cuando la ley habla de días, éstos son  
hábiles (art. 62 del Código de Régimen Político y Municipal). 
 
En apoyo de las anteriores consideraciones y para una mayor claridad de las anteriores 
consideraciones y para una mayor claridad de las mismas, el Juzgado estima oportuno citar apartes 
de lo dicho por la Honorable Corte Constitucional, sobre el particular, en uno de sus fallos:  
 

  "En la Sentencia T-1160A de 2001, la Corte Constitucional compiló los criterios desarrollados 
por la jurisprudencia acerca del derecho de petición, para lo cual se fundó, en buena 
medida, en la sistematización elaborada en la Sentencia T-377 de 2000: 

 
a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 

mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan 
otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación 
política y a la libertad de expresión. 
 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la 
cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si esta no resuelve 
o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de 

fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. ser puesta en 
conocimiento del peticionario. Si no se cumple con Estos requisitos se incurren en una 
vulneración del derecho constitucional Fundamental de petición. 

 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta 

siempre en una respuesta escrita. 
 

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen 
autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley 
así lo determine. 

 
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, 

es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o 
cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se 
dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un 
medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de 
manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como 
autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo 
reglamente. 
 

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la 
administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al 
artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no 
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ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad 
de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos 
y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de 
razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el 
grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional 
ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del 
término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro 
de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. 

  
En la Sentencia T-1006 de 2001, la Corte adicionó dos reglas jurisprudenciales más: 

 
j) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del deber de 

responder; 
 
k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su Respuesta al 

interesado"". (C. Const., Sent. T-466, mayo 13/2004. M.P. Manuel 
José Cepeda Espinosa). 
 

Revisado el contenido de la presente acción, se tiene que la acción invocada se centra en obtener 
respuesta a la petición enunciada en el acápite de antecedentes de la presente providencia, sobre 
la cual la accionada UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACÍON A LAS VICTIMAS - UARIV, 
conforme obra en la contestación allegada adosó copia de los siguientes documentos:  

 Oficio con asunto “Alcance a respuesta a derecho de petición, codigo lex: 7930509 M.N Ley 
387 de 1997 D.I # 83240841” con radicado 2024-0473514-1 de fecha 01 de abril de 2024. 

 Oficio con asunto “Respuesta a derecho de petición radicado No. 2024-0095643-2 Código 
LEX: 7871892, D.I #: 83240841” con radicado 2024-0395455-1 de fecha 12 de marzo de 
2024. 

 Oficio con asunto “Resultado no favorable para la entrega de la medida indemnizatoria por 
aplicación del Método Técnico de Priorización” con radicado 2024-0359201-1 de fecha 07 
de marzo de 2024.  

 Oficio de Consulta del Registro Único de Victimas de fecha 01 de abril de 2024.  

 Formato de entrega documento de respuesta de fecha 01 de abril de 2024.  

 Citación Publica de fecha 06 de febrero de 2023.  

 Aviso Publico de fecha 13 de febrero de 2023.  

 Constancia de Des fijación de fe 06 de febrero de 2023.   

 Resolución No. 04102019-1874096 del 23 de noviembre de 2022, con radicado 2022-
0974216-1 de fecha 10 de diciembre de 2022.  

 
Documentales que fueron dirigidos al accionante y enviados al correo electrónico: 
jn666967@gmail.com , con enunciado “2-RESPUESTA-7930509-01 04 2024” y su respectiva acuse 
de recibido, con lo que se acredita que dio respuesta efectiva a los interrogantes.  
 
Sin más consideraciones, es del caso dar por superado el hecho objeto de decisión.  

 
D E C I S I O N 

 
En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
D.C, Administrando Justicia en nombre de la República De Colombia y por autoridad de la Ley. 
 

R E S U E L V E 
 
PRIMERO: NEGAR por HECHO SUPERADO la acción invocada por el señor JOSÉ DE JESÚS 
NUÑEZ, identificado con la cedula de cedula de ciudadanía 83.240.841, contra la UNIDAD PARA 
LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS - UARIV, por las razones expuestas 
en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a las partes por el medio más expedito. 
 
TERCERO: Si la presente decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a la H. Corte   
Constitucional   para su eventual revisión, en cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 31 del 
Decreto 2591 de 1991. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE   
 
LA JUEZ,                  

ORIGINAL FIRMADOR POR  
LEIDA BALLÉN FARFÁN 

 
 
mtrv 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL 
CIRCUITO  

DE BOGOTA D.C. 

La anterior providencia fue notificada por 
 anotación en estado: 

 
No. 055 de 12 de abril de 2024 

 
LUZ MILA CELIS PARRA 

SECRETARIA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TUTELA NÚMERO  10046-2024 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 

Bogotá D.C., abril once (11) de dos mil veinticuatro (2024) 

 

OBJETO DE LA DECISIÓN 

 

Se pronuncia el Despacho sobre la acción impetrada por el señor MEDARDO HERNANDO 

SANDOVAL ESTUPIÑAN, identificado con la cedula de cedula de ciudadanía 7.214.148, contra la 

VICEPRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA y EL MINISTERIO DE LA IGUALDAD Y EQUIDAD por 

vulneración a los derechos fundamentales constitucionales de petición y acceso a la información.   

 

ANTECEDENTES 

 

El señor MEDARDO HERNANDO SANDOVAL ESTUPIÑAN, identificado con la cedula de cedula 

de ciudadanía 7.214.148, presenta acción de tutela contra la VICEPRESIDENCIA DE LA 

REPÚBLICA y EL MINISTERIO DE LA IGUALDAD Y EQUIDAD, para que se pronuncien de fondo 

respecto al derecho de petición de fecha 01 de fecha 01 de febrero de 2024. 

 

Fundamenta su petición en el artículo 23 y 4 de la Constitución Política de 1991. 

 

ACTUACIÓN DEL DESPACHO 

 

De conformidad con el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el Juzgado, mediante 

auto de abril primero (01) de dos mil veinticuatro (2024) dispuso dar trámite a la presente acción de 

tutela y notificar a las entidades accionada mediante correo electrónico, a fin de que ejercieran su 

derecho de defensa y contradicción frente a los hechos y pretensiones indicados por la parte 

accionante y enunciados en el acápite de antecedentes de esta providencia.  

 

La accionada VICEPRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA, en alguno de los apartes de la respuesta 

relacionó lo siguiente: 

 
“IV. HECHOS” 
“IV.I Hechos relatados en la acción de tutela” 
“1. El accionante señala que radico escrito petitorio el día 1 de febrero de 2024.” 
“2. El accionante indica que hasta la fecha no se le ha dado respuesta de fondo a su petición.” 
 
“IV. II. Acciones desplegadas por el DAPRE para verificar los hechos mencionados en la acción 
de tutela” 
 
“1. Como el accionante menciona en los hechos de su escrito de tutela haber radicado solicitudes ante 
varias entidades, La suscrita procedió a verificar el sistema de gestión documental del Departamento 
Administrativo de la Presidencia de la República y encontró que la comunicación radicada bajo el 
EXT24-00015906 y el EXT24-00042778 fue contestada a través del OFI24-00019241 / GFPU 
11000000 del 5 de febrero de 2024 y el OFI24-00057724 / GFPU 11000000 del 27 de marzo de 2024.” 
 
“2. Como mi representada no era la entidad competente, se pasó a dar traslado por competencia a la 
petición del accionante. Esto, se hizo bajo el OFI24-00019242 / GFPU 11000000 del 5 de febrero de 
2024 y el OFI24-00057780 / GFPU 11000000 del 27 de marzo de 2024. Redirigiendo al accionante al 
Ministerio de la Igualdad y Equidad.” 
 
“… VI. ARGUMENTOS DE LA DEFENSA” 
 
“En primer lugar, como el accionante menciona en los hechos de su escrito de tutela haber radicado 
solicitudes ante varias entidades, La suscrita procedió a verificar el sistema de gestión documental del 
Departamento Administrativo de la Presidencia de la República verificó y encontró que la comunicación 
radicada bajo el EXT24-00015906 fue contestada a través del OFI24-00019241 / GFPU 11000000 del 
5 de febrero de 2024.” 
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“En segundo lugar, es fundamental subrayar que la Vicepresidencia de la República carece de la 
autoridad necesaria para abordar los temas relacionados con el Ministerio de Igualdad. Como se 
explicará más adelante, dicho ministerio opera de manera independiente respecto a nuestra institución. 
Por esta razón fue que se realizó el respectivo traslado por competencia, para que dicha cartera 
ministerial, en el marco de sus competencias, atienda las consultas elevadas por la parte accionante.” 
 
“Con fundamento en lo anterior, la suscrita considera que la acción de tutela debe ser negada en sus 
pretensiones, con fundamento en los siguientes argumentos.” 
 
“… 2. Traslado realizado al Ministerio de la Igualdad y Equidad para que atienda la petición 
elevada por el accionante en fechas pasadas” 
 
“Como la Vicepresidencia de la República encontró que la comunicación del accionante iba dirigida al 
Ministerio de la Igualdad, se procedió a efectuar un traslado formal a dicha cartera, entidad que, como 
se señaló, es la competente para abordar la materia en cuestión. Dicha gestión, se llevó a cabo por 
medio del OFI24-00019242 / GFPU 11000000 del 5 de febrero de 2024, el cual también se allega a su 
Despacho.” 
 
“Deseamos resaltar a su Despacho que este anexo denominado “Trazabilidad Documento OFI24-
00019241”, ¨Trazabilidad Documento OFI24-00019242¨, ¨Trazabilidad Documento OFI24-00057724¨ y 
¨Trazabilidad Documento OFI24-00057780¨ se emite por sistema de gestión documental empleado por 
la Presidencia de la República denominado ESCRIBE, este emite una constancia que permite verificar 
a su Despacho el efectivo envío de la anterior comunicación al accionante, y a la entidad que se 
encontró competente, a las respectivas direcciones electrónicas relacionadas en el mismo documento, 
lo anterior atendiendo a la Ley 2213 de 2022, que faculta este tipo de notificación en el ordenamiento 
jurídico colombiano, como se evidencia a continuación:” 
 
“Trazabilidad Documento OFI24-00019241” 

 
“Trazabilidad Documento OFI24-00019242” 

 
“Trazabilidad Documento OFI24-00057724” 
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“Trazabilidad Documento OFI24-00057780” 

 
“La inexistencia de una omisión o una acción en cabeza de mi representada de acuerdo a lo reclamado 
por la accionante, evidencia que no hay nada que pudiese implicar la vulneración de alguno de su 
derecho de petición, lo que obliga a afirmar que falta un requisito esencial para que se pueda hablar 
de una posible vulneración a los derechos invocados.” 

 

La accionada MINISTERIO DE LA IGUALDAD Y EQUIDAD, en alguno de los apartes de la 

respuesta relacionó lo siguiente: 

 
I. “HECHOS.” 
 
“PRIMERO: El 5 de febrero de 2024, el señor Nicolas Santiago Lozano Ramírez asesor del despacho 
de la Vicepresidenta de la República de Colombia, mediante radicado OFI 24-0019241/GFPU 
11000000 da traslado al Ministerio de Igualdad y Equidad por competencia, de la solicitud del señor 
Medardo Hernando Sandoval Estupiñán, quien actúa como representante del colectivo de la Mesa 
Nacional de cuidadores familiares de personas con discapacidad y dependencia funcional, con la 
siguiente petición:” 
 
“1. Solicitamos que, en el CONPES del Sistema Nacional del Cuidado, los Cuidadores Familiares de 
Personas con Discapacidad y Dependencia Funcional sean incluidos con un enfoque diferencial como 
población específica, en razón a que, dichas personas cumplen un papel importante en la sociedad por 
encargarse del cuidado de las personas vulnerables por sus condiciones y con reforzada protección 
constitucional por estar indefensas y dependientes su vida de otra persona que los cuida. Ejerciendo 
la labor en atención primaria en salud sin remuneración y que de manera empírica nos volvemos 
psicólogos, fisioterapeutas, fonoaudiólogos, neurólogos, psiquiatras entre otras disciplinas de la salud 
que ellos requieren para proteger el derecho fundamental a la vida del ser humano;” 
 
“2. En relación con el documento técnico aportado al CONPES Radicado; ETX 2300125619 el día 22 
de agosto del 2023, solicitamos que se rinda un informe detallado y se explique la manera en que se 
ha incorporado o incluido a los cuidadores familiares en el Sistema nacional del cuidado, toda vez que, 
los coordinadores que han representado a sus organizaciones por territorio y que hacen parte de la 
Mesa Nacional del cuidado en las Rutas de la Socialización regionales, han manifestado no sentirse 
inmersos y/o identificados como grupo poblacional de Cuidadores Familiares en el citado CONPES;” 
 
“3. Solicitamos se nos suministre y socialice de manera escrita el Decreto Reglamentario de la ley 
Cuidador 2297 de 2023 para su respectivo cumplimiento y ejecución entendiéndose que han pasado 
06 meses y 24 días desde la sanción presidencial según lo contemplado por ley la ejecución iniciaba 
6 meses después de la sanción y aun no lo conocemos, como líderes territoriales y representantes de 
estos dos segmentos poblaciones nuestro deber es socializar lo que se ha avanzado con esta ley, de 
manera que se puedan realizar las acciones en territorio para que se de trazabilidad y aplicabilidad de 
la misma;” 
 
“4. Solicitamos que se amplíen los espacios de participación, en aras de contar con la presencia de un 
número significativo de líderes y lideresas que aporten en la construcción, seguimiento y ejecución del 
sistema Nacional del Cuidado, en consecuencia, se brinden las garantías de los traslados y viáticos a 
que haya lugar, entendiéndose que esta es una población vulnerable que ejerce una labor no 
remunerada;” 
 
“5. Así mismo, solicitamos un espacio de diálogo y concertación con el Gobierno Nacional para 
establecer compromisos tendientes al cumplimiento de las peticiones, ya que, son de vital importancia 
para la dignificación y reparación de la labor del cuidado no remunerado realizado durante varios años 
y para el goce efectivo de los derechos con enfoque diferencial;” 
 
“6. Se solita respuesta de este documento acorde a los parámetros legales vigentes para emitir una 
respuesta.  
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“SEGUNDO: El 03 de abril de 2024, este Ministerio dio respuesta clara, congruente y consecuente en 
el marco de sus competencias a la petición formulada por el ciudadano Medardo Hernando Sandoval 
Estupiñán, la cual fue enviada a su correo electrónico personal msandovale@gmail.com.” 

 

PROBLEMA JURIDICO  

 

Dentro de la presente acción de tutela corresponde determinar si las accionadas 

VICEPRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA y EL MINISTERIO DE LA IGUALDAD Y EQUIDAD 

vulneran los derechos fundamentales constitucionales de petición y acceso a la información del 

señor MEDARDO HERNANDO SANDOVAL al no pronunciarse de fondo respecto al derecho de 

petición de fecha 01 de fecha 01 de febrero de 2024. 

 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 

Como se sabe, la acción de tutela, consagrada en la Constitución Política de Colombia, en su artículo 

86, se ha concebido como un mecanismo de procedimiento preferente y sumario, que todo 

ciudadano tiene ante los jueces de la República, para que por ella misma o interpuesta persona 

reclame la protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad pública o 

particular, mediante acción u omisión propia. 

 

Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la acción de tutela se 

encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos:  

Que se trate de un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea vulnerado o 

amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad pública o excepcionalmente de un 

particular y que no exista otro medio de defensa Judicial.  

 

Como efectivamente se trata de un derecho fundamental, es del caso hacer algunas: 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.-De la procedencia de la acción de tutela 

 

La Acción de Tutela, es un mecanismo constitucional, cuyo objeto son los Derechos fundamentales 

y su finalidad es la protección de los mismos frente a acciones u omisiones de funcionarios públicos 

o de particulares que tiendan a menoscabarlos. 

 

Además, constituye un mecanismo de origen constitucional de carácter subsidiario. Esto significa 

que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una específica institución procedimental para lograr 

el amparo del derecho sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la 

Constitución Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los demás procedimientos 

que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a defender los derechos fundamentales. 

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Fundamental, penúltimo inciso, 

desarrollado en el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 1991 es condición negativa de 

procedibilidad de la Acción de Tutela que el afectado disponga de otro medio de defensa judicial. 

Esta condición clara y precisa, confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 

 

2.- Del caso concreto, tenemos que la acción invocada se centra en obtener respuesta a la solicitud 

enunciada en el acápite de antecedentes de la presente providencia. 

 

Sobre los derechos invocados como vulnerables es de traer a colación lo dicho por la Honorable 

Corte Constitucional en algunos de sus fallos, así: 

 

El  artículo  23  de  la  Carta  Política  el  cual  dispone:  “Toda  persona tiene derecho   a  presentar  

peticiones  respetuosas  a  las  autoridades  por motivos    de    interés    general    o   particular   

y   a   obtener   pronta resolución...". 

 

De conformidad con este precepto constitucional, cualquier autoridad, ante una petición respetuosa 

de un ciudadano por motivos de interés particular, como ocurre en el presente caso, está obligada a 

pronunciarse de fondo, no sólo en forma rápida, sino haciendo efectivo el derecho adquirido del 

ciudadano, en lo que constituye el objeto de la solicitud. 
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El término para que la Administración resuelva la petición está consagrado  en el art. 14 del Código 

Contencioso Administrativo ley 1437 de 2011, el cual fue declarado INEXEQUIBLE por la 

HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL, con efectos diferidos hasta el 31 de diciembre de 2014, 

donde se establece que debe hacerlo dentro del límite máximo de QUINCE DIAS siguientes a la 

fecha de recibo de aquella, desde luego, entendiéndose que cuando la ley habla de días, éstos son  

hábiles (art. 62 del Código de Régimen Político y Municipal). 

 

En apoyo de las anteriores consideraciones y para una mayor claridad de las anteriores 

consideraciones y para una mayor claridad de las mismas, el Juzgado estima oportuno citar apartes 

de lo dicho por la Honorable Corte Constitucional, sobre el particular, en uno de sus fallos:  

 

  "En la Sentencia T-1160A de 2001, la Corte Constitucional compiló los criterios desarrollados 
por la jurisprudencia acerca del derecho de petición, para lo cual se fundó, en buena 
medida, en la sistematización elaborada en la Sentencia T-377 de 2000: 

 
a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 

mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan 
otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación 
política y a la libertad de expresión. 
 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la 
cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si esta no resuelve 
o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de 

fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. ser puesta en 
conocimiento del peticionario. Si no se cumple con Estos requisitos se incurren en una 
vulneración del derecho constitucional Fundamental de petición. 

 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta 

siempre en una respuesta escrita. 
 

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen 
autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley 
así lo determine. 

 
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, 

es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o 
cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se 
dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un 
medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de 
manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como 
autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo 
reglamente. 
 

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la 
administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al 
artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no 
ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad 
de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos 
y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de 
razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el 
grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional 
ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del 
término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro 
de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. 

  
En la Sentencia T-1006 de 2001, la Corte adicionó dos reglas jurisprudenciales más: 

 
j) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del deber de 

responder; 
 
k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su Respuesta al 

interesado"". (C. Const., Sent. T-466, mayo 13/2004. M.P. Manuel 
José Cepeda Espinosa). 
 

 

 

Revisado el contenido de la presente acción, se tiene que la acción invocada se centra en obtener 

respuesta a la petición enunciada en el acápite de antecedentes de la presente providencia, sobre 
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la cual la accionada VICEPRESIDENCIA DE LA REPUBLICA conforme obra en la contestación 

allegada adosó copia de los siguientes documentos:  

 

 Oficio con asunto “Asunto: EXT24-00042778 Silencio Administrativo Positivo Derechos de 

petición.” Con radicado OFI24-00057780 / GFPU 11000000 de fecha 27 de marzo de 2024, 

dirigido a “Doctora LUZ MARÍA MÚNERA Viceministra de Poblaciones y Territorios 

Excluidos Ministerio de la Igualdad y Equidad.” 

 Oficio con asunto “Asunto: EXT24-00042778 Silencio Administrativo Positivo Derechos de 

petición.” Con radicado OFI24-00057724 / GFPU 11000000 de fecha 27 de marzo de 2024, 

dirigido a “Señores MEDARDO HERNANDO SANDOVAL Y DEMÁS FIRMANTES MESA 

NACIONAL DEL CUIDADO DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD CON DEPENDENCIA 

FUNCIONAL” 

 Oficio con asunto “EXT24-00015906 - RESPUESTA COMUNICACIÓN.” Con radicado 

OFI24-00019242 / GFPU 11000000 con fecha de 05 de febrero de 2024, dirigido a “Directora 

ERIKA NATALIA MORENO SALAMANCA Dirección de Cuidado MINISTERIO DE 

IGUALDAD Y EQUIDAD” 

 Oficio con asunto “EXT24-00015906 - RESPUESTA COMUNICACIÓN.” Con radicado 

OFI24-00019241 / GFPU 11000000 con fecha de 05 de febrero de 2024, dirigido a “Señores 

MEDARDO HERNANDO SANDOVAL Y OTROS FIRMADORES MESA NACIONAL DEL 

CUIDADO DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD CON DEPENDENCIA FUNCIONAL” 

 

Documentales por las cuales se acredita que el accionado sustento su falta de competencia para 

responder el derecho de petición incoado y procedió a remitirse al MINISTERIO DE LA IGUALDAD 

Y LA EQUIDAD, para su pronto conocimiento.  

 

en ese sentido, la accionada MINISTERIO DE LA IGUALDAD Y LA EQUIDAD, conforme obra en la 

contestación allegada adosó copia de la respuesta al a derecho de petición, con fecha de 03 de abril 

de 2024, dirigido al accionante y enviado al correo electrónico msandovale@gmail.com, con lo que 

se acredita que dio respuesta efectiva a los interrogantes.  

 

Sin más consideraciones, es del caso dar por superado el hecho objeto de decisión.  

 

D E C I S I O N 

 

En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

D.C, Administrando Justicia en nombre de la República De Colombia y por autoridad de la Ley. 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: NEGAR por HECHO SUPERADO la acción invocada por el señor MEDARDO 

HERNANDO SANDOVAL ESTUPIÑAN, identificado con la cedula de cedula de ciudadanía 

7.214.148, contra la VICEPRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA y EL MINISTERIO DE LA IGUALDAD 

Y EQUIDAD, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a las partes por el medio más expedito. 

 

TERCERO: Si la presente decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a la H. Corte   

Constitucional   para su eventual revisión, en cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 31 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE   

 

LA JUEZ,                  

ORIGINAL FIRMADO POR 

LEIDA BALLÉN FARFÁN 

 

mtrv JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL 
CIRCUITO  

DE BOGOTA D.C. 

La anterior providencia fue notificada por 
 anotación en estado: 

 
No. 055 de 12 de abril de 2024 

 
LUZ MILA CELIS PARRA 

SECRETARIA 

mailto:msandovale@gmail.com

